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Radicación Nro. 

:
66001-31-05-001-2008-00111
Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
AURELIO CASTAÑO GIL

Demandado

:
SERVICIUDAD E.S.P.

Juzgado de Origen
: 
Laboral del Circuito de Dosquebradas (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE 1ª INSTANCIA
Tema                              : 
Carecen de validez las modificaciones efectuadas a la Convención Colectiva a través de acuerdos extraconvencionales, cuando en ellas no se busca dar claridad a lo allí regulado, sino a cambiar su alcance, trámite que debe efectuarse por medio de una nueva convención. 
REPÚBLICA DE COLOMBIA
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0024
AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los dieciséis (16) días del mes de abril del año dos mil nueve (2009), siendo las nueve y treinta (09:30 a.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, Dres. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN –quien actúa como Ponente- HERNÁN MEJÍA URIBE y FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor AURELIO CASTAÑO GIL en contra de SERVICIUDAD E.S.P

En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:
Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida en  diciembre 19/08 por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se condene a SERVICIUDAD E.S.P. a reintegrar al demandante al cargo de fontanero y consecuente con ello, se ordene el pago de los salarios dejados de percibir desde el momento del despido y  hasta el día del reintegro efectivo, entendiéndose que no hubo solución de continuidad en la relación contractual.
Finalmente solicita se condene en costas procesales a la parte demandada

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

El accionante a través de representante judicial, manifiesta que suscribió contrato de trabajo a término indefinido, que lleva implícito el plazo presuntivo contenido en el artículo 43 del Decreto 2127 de 1945 – seis meses en seis meses-, con SERVICIDAD E.S.P., a partir del 16 de marzo de 2007, para desempeñar el cargo de fontanero, ostentando la calidad de trabajador oficial, de acuerdo a la naturaleza jurídica de dicha entidad; que la 
Que las relaciones laborales entre SERVICIUDAD E.S.P. y sus trabajadores se rigen por contrataciones colectivas a través de Convenciones Colectivas suscritas entre la entidad y el sindicato de trabajadores, la vigente en el artículo 7° -“estabilidad laboral”-, consagra el derecho a reintegro en caso de que el trabajador contratado indefinidamente sea despedido sin justa causa, artículo que fue aclarado mediante Acta Extraconvencional firmada el 27 de noviembre de 2007, para dar mayor estabilidad laboral.

Que el día 14 de febrero de 2008 la demandada dio por terminado el contrato de trabajo  sin justa causa, al desconocer el procedimiento convencional determinado  en el acta aclaratoria. 
Manifiesta el demandante que era afiliado al Sindicato “SINTRAEMSDES”, por lo que era beneficiario del convenio colectivo y que al momento del despido devengaba un salario de $760.500.00; que presentó Derecho de Petición el día 5 de marzo de 2008, del cual tuvo respuesta mediante Oficio G-1-09-27 del 12 de marzo de 2008; que posteriormente el 18 de abril del mismo año se hace la reclamación administrativa mediante apoderado judicial, sin obtener respuesta.

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que  admite algunos hechos de la demanda por estar relacionados con los términos del contrato; manifiesta que otros hechos relatados no son ciertos o no le constan; niega que el contrato haya terminado por el despido injusto del trabajador, por lo demás se atiene a lo probado, se opuso a todas las pretensiones de la demanda y excepcionó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, “COBRO DE LO NO DEBIDO”, “PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD E IMPROCEDENCIA DEL REINTEGRO”,  “PRESCRIPCIÓN” y la “GENÉRICA”

IV. LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio, el juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió absolver a la demandada EMPRESA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS DE DOSQUEBRADAS E.S.P. SERVICIUDAD E.S.P. de todas las pretensiones de la demanda, y consecuente con ello, condenó en costas a la parte demandante en un 100% a favor de la demandada. 

Para arribar a la anterior determinación se tomó en consideración la normatividad laboral vigente lo mismo que las normas convencionales que rigen la relación laboral entre el señor AURELIO CASTAÑO GIL y la demandada SERVICIUDAD E.S.P., de las que se desprende que “no se despidió al actor, sino que se dio por terminado válidamente el contrato que lo ligaba con la demandada”, es decir que no se dio en este caso un “despido unilateral sin justa causa”  sino que “se dio por terminado conforme a lo previsto en los artículos 43 y 47 del Decreto 2127/45, aplicando el plazo presuntivo de los seis meses” por carecer de “validez jurídica” el acta extraconvencional aclaratoria del artículo 7° de la Convención Colectiva, no sólo porque  no fue suscrita entre el 24 de enero de 2007 y el 2 de febrero del mismo año, “sino porque quienes la suscribieron ya carecían de representación o delegación para el efecto por parte del sindicato”. 

V. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido la parte actora presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado por considerar que no se le dio validez al Acta Extraconvencional del Artículo 7° “estabilidad laboral de la Convención colectiva vigente, suscrita el 27 de noviembre de 2007 en virtud de que quienes la suscribieron carecían de representación o delegación por parte del sindicato”; que “el Acta Extraconvencional no desnaturaliza el artículo 47 del Decreto 2127 de 1.945”; porque finalmente “la litis no está planteada para la aplicabilidad de la cláusula SÉPTIMA DEL CONVENIO COLECTIVO”

VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

De los hechos que soportan la demanda, las pruebas que obran en el proceso y los fundamentos de la apelación, se desprende que el (los) problema(s) jurídico(s)  por resolver es (son) el (los) siguiente(s):

· ¿Son válidas las modificaciones introducidas a las convenciones colectivas, mediante actas extraconvencionales?

Según la motivación de la alzada presentada por el apoderado de la parte demandante, el motivo de inconformidad se centra en la invalidez de que fue tildada por el a- quo, el “Acta Extraconvencional Aclaratoria” de la Convención Colectiva, al aducir que con ella, no se estaba aclarando el contenido de la convención, sino cambiando el sentido de la misma; por lo que sólo en lo referente a ese aspecto se pronunciara esta Colegiatura.
Se hace necesario advertir, que el Código Sustantivo del Trabajo no tiene norma que regule lo concerniente a las actas extraconvencionales, sino que este tema se ha desarrollado a través de la jurisprudencia, donde la Sala Laboral de la H. Corte Suprema de Justicia, reconoce pleno valor a las aclaraciones y precisiones que las partes de una convención de trabajo dejen consignadas en las actas que conjuntamente suscriben con posterioridad a su celebración, así
:
 

"… Pero eso no impide que los patronos y las asociaciones de trabajadores puedan celebrar acuerdos y convenios, que no estén revestidos de la solemnidad de la convención colectiva, mediante simples actas de conciliación, que pueden aclarar aspectos oscuros o deficientes de las normas consuetudinarias o convencionales en las cuales se han fijado las condiciones regulantes de los contratos de trabajo.."
 
Sin embargo, ha precisado en forma reiterativa que las actas extraconvencionales no pueden modificar la convención colectiva
:

 "La denominada acta adicional aclaratoria no se propuso hacerla más inteligible sino que su propósito fue el de modificarle lo cual es inadmisible jurídicamente por ese medio puesto que ya había sido suscrita por las partes y debidamente depositada ante el Ministerio (...), tal como lo ordena el artículo 469 del Código Sustantivo del Trabajo, así perfeccionada su vigencia se hizo realidad conviniéndola en ley para las partes, de imperativo cumplimiento mientras no fuere anulada, irreversible desde el punto de vista jurídico y solo modificable a través de otra convención colectiva con el lleno de todos los requisitos legales o mediante fallo arbitral, o por el mecanismo de la revisión consagrado en el artículo 480 del C. S. de T." 
 
En virtud de lo expuesto, sí el acta extraconvencional aclara aspectos oscuros o deficientes de las normas convencionales goza de plena validez, pero si por el contrario modifica la convención colectiva, es decir, desborda aquellos fines, se torna en inadmisible jurídicamente.
3. Caso Concreto:
Según las partes, el objetivo de acta extraconvencional suscrita el 27 de noviembre de 2007, era aclarar el contenido del artículo 7° de la Convención Colectiva de Trabajo vigente, en el sentido de que cuando los trabajadores son vinculados indefinidamente, debe entenderse que dichos contratos no tienen fijación de término alguno para su terminación y no se les aplica el plazo presuntivo del Decreto 2127 de 1945.
El texto original del artículo 7° de la Convención Colectiva calendada el 24 de enero de 2007, era el siguiente:

“Estabilidad Laboral:
La empresa SERIVICIUDAD ESP y/o como se denomine en el futuro, garantiza la estabilidad en el empleo a todos los trabajadores oficiales vinculados a su servicio mediante relación contractual a término indefinido cuya terminación solo podrá efectuarse por justa causa previamente comprobada de acuerdo en el procedimiento señalado en el Código Único Disciplinario (…).
PARAGRAFO TRES: A partir de la firma de la presente Convención Colectiva de Trabajo, la empresa SERVICIUDAD ESP y/o como se denomine en el futuro, en caso de que el trabajador sea despedido sin justa causa comprobada y/o violación al procedimiento señalado en la cláusula de estabilidad laboral , previa sentencia judicial, deberá ser reintegrado al mismo cargo o a uno de igual categoría y le serán pagados los salarios y prestaciones sociales dejadas de percibir desde el momento del despido y hasta el día del reintegro efectivo, entendiéndose que no hubo solución de continuidad en la relación laboral”. 
De acuerdo al texto anteriormente transcrito, la estabilidad pretendida, se veía reflejada en que si la terminación del contrato procedía por una justa causa, aquella debía estar plenamente comprobada de acuerdo al procedimiento señalado en el Código Único Disciplinario, sin traer a colación ningún otro aspecto, es decir, nada se dijo acerca del plazo presuntivo, por lo que se entiende, que la aplicación de éste era totalmente procedente.
En lo relacionado con las justas causas para dar por terminado el contrato, ha de entenderse que se trataba de aquellas relacionadas en el artículo 48 del Decreto 2127 de 1945, que es la norma que rige las relaciones laborales de los trabajadores oficiales; normatividad que faculta al empleador para que de por terminado el contrato de trabajo con justa causa e incluso sin previo aviso, sin  embargo, en la prenombrada convención se reforzó la estabilidad laboral exigiendo siempre y en todos los casos la realización de un proceso disciplinario previo, conforme al Código Único Disciplinario.
Ahora bien, con el acuerdo extraconvencional, se adicionaron al comentado artículo 7° de la Convención Colectiva, dos numerales del siguiente tenor: 

1. “CONTRATO DE TRABAJO.- Tal como está establecido en la Convención Colectiva de Trabajo, los contratos de trabajo serán de duración indefinida y con vigencia mientras subsistan las causas que les dieron origen y la materia objeto del trabajo.
2. TERMINACIÓN DE LOS CONTRATOS DE TRABAJO.- Los contratos de trabajo vigentes a la fecha de esta acta y/o los que se celebren en el futuro solamente podrán darse por terminados por cualquiera de las justas causas establecidas en los artículos 48 y 49 del Decreto 2127 de 1.945 y no se aplicará el plazo presuntivo para su terminación.“


Nótese que en la Convención Colectiva se habla de justas causas para despedir que son diferentes a las causas legales para la terminación del contrato, “causas legales” que ni siquiera se mencionaron en la convención colectiva, entre otras cosas, porque el advenimiento de aquellos no requiere proceso disciplinario previo para su aplicación. Precisamente entre esas causas legales está el vencimiento del plazo presuntivo que se aplica de pleno derecho.


En consecuencia, cuando el acta extraconvencional se refiere al plazo presuntivo, cuyo vencimiento – se itera- se considera como causa legal de terminación del contrato de trabajo, ciertamente no se está aclarando el artículo 7° de la Convención Colectiva que sólo se refería a justas causas de despido, sino que se adicionó una cláusula más de estabilidad laboral al establecer en últimas que en adelante desaparecía para los beneficiarios de la convención el plazo presuntivo, cláusula que de por sí desnaturaliza la alegada aclaración, tal como lo concluyó el a-quo.

Para un mayor entendimiento de lo precedentemente analizado, es pertinente traer a colación el significado de los conceptos “aclarar”, que según el Diccionario de la Real  Academia de la Lengua Española quiere decir: “Disipar, quitar lo que ofusca la claridad o transparencia de algo; hacer claro, perceptible, manifiesto o inteligible algo, ponerlo en claro o explicarlo” y “modificar” que a su vez quiere decir: “ Transformar o mudar algo mudando alguno de sus accidentes; limitar, determinar o restringir algo a cierto estado en que se singularice y distinga de otras cosas”.

Así las cosas, mientras que aclarar supone dar mayor entendimiento a algo – facultad permitida para el caso de Convenciones Colectivas, mediante las actas extraconvencionales; modificar supone cambiar una cosa por otra, acción que para que surta los efectos legales que se persiguen frente a una Convención Colectiva, requiere que dichos cambios se realicen con las mismas formalidades de aquella o a través de una nueva convención colectiva.
3. Conclusión:

En vista de lo anterior ha de colegirse que no le asiste la razón al recurrente cuando afirma que el objeto del acuerdo era darle claridad al concepto “contrato a término indefinido”, para que se entendiera que el plazo presuntivo ya no se aplicaba en la entidad demanda, porque lo que realmente ocurrió es que a partir del 27 de noviembre de 2007, se quiso eliminar la aplicación de esa presunción que tenía plena aplicabilidad entre las partes.


Ahora bien, teniendo en cuenta que por las circunstancias anteriores el acta convencional no es admisible jurídicamente, nos resta simplemente averiguar si se aplicó debidamente el plazo presuntivo.

Para ello recordemos que el plazo presuntivo se encuentra regulado en el mismo Decreto 2127 de 1945, ya referenciado, que en el artículo 40 define el contrato a término indefinido, de la siguiente forma: "El contrato celebrado por tiempo indefinido o sin fijación de término alguno, se entenderá pactado por seis meses, a menos que se trate de un contrato de aprendizaje o a prueba, cuya duración se rige por normas especiales". 

Por su parte, el artículo 43, ibídem, señala: "El contrato celebrado por tiempo indefinido o sin fijación de término alguno, salvo estipulación en contrario, se entenderá prorrogado en las mismas condiciones, por períodos iguales, es decir, de seis en seis meses, por el solo hecho de continuar el trabajador prestando sus servicios a la entidad, con su consentimiento, expreso o tácito, después de la expiración del plazo presuntivo. La prórroga a plazo fijo del contrato celebrado por tiempo determinado deberá constar por escrito; pero si extinguido el plazo inicialmente estipulado, el trabajador continuara prestando sus servicios a la entidad, con su consentimiento, expreso o tácito, el contrato vencido se considerará, por ese solo hecho, prorrogado por tiempo indefinido, es decir, por períodos de seis meses".

Para el caso concreto partiendo que el contrato del actor lo fue a término indefinido con aplicación del plazo presuntivo, tal y como se expresa en el hecho 4° de la demanda y aceptado en la contestación de la misma por la entidad demandada hay que decir que si el contrato inició el 16 de marzo de 2007, el término iría hasta el 15 de septiembre de ese mismo año, mientras que la primera prórroga, se cumpliría el 15 de marzo de 2008. Como el 14 de febrero de 2008, esto es faltando más de 30 días para el cumplimiento de la siguiente prórroga, la entidad demanda comunicó al señor Aurelio Castaño (fl. 16) su intención de no renovar el contrato individual de trabajo N° 003 de 2007, suscrito el 16 de marzo de 2007, se colige que la relación laboral fue correctamente finiquitada y no hay lugar a emitir las condenas deprecadas por el demandante.

Así las cosas habrá de confirmarse lo decidido en primera instancia, incluyendo la condena en costas de primera instancia, conforme al artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el numeral 198 del artículo 1º del D.E. 2282 de 1989 y 42 de la Ley 794 de 2003. En esta Sede costas no se causaron.



A tono con lo discurrido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia objeto de apelación. En esta Sede costas no se causaron.



Notificación surtida en estrados. Para constancia se suscribe la presente acta. 



Los Magistrados,

ANA LUCIA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE


FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria

� Sentencias mayo de 1994.





� Sala de Casación Laboral, sentencia de noviembre 10 de 1995 radicado L-7499-95.








